Proyecto de Comunicación  

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, respecto de los deudores de la Dipos residual, proceda a considerar los siguientes puntos:

1) Que se conforme el padrón de ex usuarios de DIPOS, cuyas deudas se encuentren vigentes a la fecha por haber incumplido la regularización prevista en la Ley 11.900 de moratoria. 

2) Que instruya a Fiscalía de Estado para que según lo normado en el Decreto 2343/02, proceda a constatar la situación socioeconómica actual de los deudores e implemente medios idóneos alternativos a la instancia judicial, para realizar el cobro de las deudas. 

3) Que la Fiscalía de Estado desista de iniciar nuevas acciones judiciales hasta tanto se constate la problemática de cada caso en particular y se agoten los medios alternativos de cobro.

Sr. Presidente:
La implementación de procedimientos judiciales por parte de Fiscalía de Estado para el cobro de supuestas deudas a ex usuarios de DIPOS considerados “cartera remanente” de acuerdo a lo previsto por la Ley Nº 11.900, se está realizando sin cumplimentar lo dispuesto por el Decreto N° 2343/02 del Poder Ejecutivo y la Resolución 14/03 de Fiscalía de Estado, que prevé un procedimiento tendiente a relevar la situación social y económica de los deudores y la implementación de medidas alternativas a las judiciales en los casos en que se verifique la imposibilidad de pago.

La ley 11.900 del 15/08/2001 prevé en su artículo 5° que “Los fondos recaudados por la aplicación del presente régimen de regularización, serán destinados como nuevos recursos para aplicar a las compensaciones establecidas por el artículo 11 del Decreto 2141/99 reglamentario de los artículo 92 y 94 de la ley 11.220”. Es decir deben estar “totalmente destinados  a la compensación de subsidios a aquellas personas que como consecuencia de situaciones económicas o especiales particulares graves, permanentes o transitorias, no se encuentren en condiciones de afrontar el pago de la tarifa de los servicios públicos de Agua Potable o Desagües Cloacales”. 

En consonancia con esto, el Poder Ejecutivo, en su Decreto 2343/02, artículo 3° decidió: ”Instruir a la Secretaría de Estado General y Técnica de la Gobernación, Ministerio de Hacienda y Finanzas y Fiscalía de Estado, a fin de que instrumenten un procedimiento tendiente a relevar la composición de las deudas de ex usuarios de DIPOS con el objeto de verificar la situación social y económica de ellos frente al monto de la obligación, y propongan medidas alternativas en caso de que se verifique imposibilidad de pago”. 

Ante el conocimiento de que estas disposiciones no se han respetado, alertamos al Poder Ejecutivo para que se aboque al cumplimento de las mismas, ante la gravedad de un problema social irresuelto, que afecta a miles de familias en la provincia.
